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BOLETÍN DE PRENSA, 14 de septiembre de 2007
Concluye visita de dos Relatores de la ONU a México
· Megaproyectos: ¿vía para el desarrollo o condena a la marginación?

· Sorprende a Kothari y Stavenhagen la fortaleza de la sociedad civil mexicana enfrentada a autoridades sordas a sus demandas y propuestas

Este viernes 14 de septiembre, convocado por el Espacio de Derechos Económicos Sociales y Culturales, se llevó a cabo en la Ciudad de México (Ex Templo Corpus Christi) el Seminario “Megaproyectos de Desarrollo y Derechos Humanos: el caso La Parota”. El propósito del mismo fue generar un espacio de debate y reflexión sobre los megaproyectos de desarrollo y su impacto negativo cuando se imponen a las comunidades indígenas y campesinas sin tomar en cuenta sus intereses y prioridades. 

Participaron en el evento representantes de las comunidades afectadas, organizaciones de la sociedad civil, especialistas en agua, energía y derechos humanos así como dos de los Relatores Especiales de las Naciones Unidas que desde hace tres años conocen del caso: Miloon Kothari, Relator para el Derecho a una Vivienda Adecuada y Rodolfo Stavenhagen, Relator sobre los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas (ambos Relatores han llegado a México en visita no oficial hace una semana y se han reunido con los afectados por la presa -tanto los que están en su contra como los que están a favor- el Director General de la Comisión Federal de Electricidad, el Gobernador del Estado de Guerrero y otras instituciones).
La primera presentación del Seminario estuvo a cargo de la Dra. Patricia Ávila (del Centro de Investigaciones en Ecosistemas de la UNAM) quien expresó, sobre la base de fuentes y datos oficiales, que detrás del proyecto hidroeléctrico existen razones no transparentadas por el Estado que nada tienen que ver con la generación de energía. Entre ellas: lograr el control sobre recursos estratégicos para garantizar la promoción inmobiliaria y turística de la ciudad de Acapulco; apropiarse de sistemas costeros como la laguna de Tres Palos así como crear una marina en el embalse para impulsar desarrollos turísticos como los de Punta Diamante. Señaló que la generación de energía no es la razón central de proyecto sino el almacenamiento de agua para todos estos nuevos desarrollos. La estrategia seguida por el Gobierno en el caso de La Parota muestra que es un proyecto más en el que  la inversión privada está por encima de los valores socioculturales y ambientales.   

La segunda participación estuvo a cargo del Ingeniero Mario Govea Sansón (Coordinador de Electricidad del Instituto de Estudios de la Energía para América Latina y el Caribe), quien subrayó inconsistencias técnicas del proyecto hidroeléctrico La Parota. En primer lugar destacó que el país no necesita generar más energía porque tiene un superhábit del 48% y la zona de Guerrero tiene uno de 103.8%. Por esta razón evidente, la presa serviría sólo como excusa para transferir recursos al sector privado mediante el otorgamiento a los particulares de contratos de obra pública. Esto aleja a dicho proyecto de una función social y se convierte en una vía para satisfacer los intereses económicos de las empresas.

Por su parte, Monseñor Samuel Ruiz destacó que los esfuerzos por construir la presa han roto el tejido social de la zona produciendo incluso la muerte de personas y que es indispensable, antes de hacer cualquier otra cosa, reconstruir la pacífica convivencia entre los habitantes de la zona. 

Por último tomó la palabra el Lic. Gustavo Alanís (Presidente del Centro Mexicano de Derecho Ambiental) quien se refirió el amparo promovido ante el Juzgado de Distrito y explicó los alcances de la suspensión definitiva recientemente decretada por una Jueza Federal.
A continuación, representantes del CECOP afectados directos por la presa subrayaron que desde hace décadas “el gobierno ha quitado los apoyos al campo y ha dejado como única opción para la gente la migración o una gran represa”. Sin embargo, ellos saben por otras experiencias que ninguna presa, ni en México ni en otros países del mundo, ha sido capaz de generar desarrollo para las comunidades. Afirman que lo que pretenden es que los dejen decidir sus propias formas de desarrollo, “que ya no violen los derechos humanos de las comunidades y que se respete la decisión, tomada por mayoría el pasado 12 de agosto en Asamblea, de que el proyecto se cancele”.

También se presentaron testimonios de afectados por las presas de Arcediano (Jalisco) y el Cajón (Nayarit). En ambos casos se subrayó que el patrón de conducta de las autoridades es el mismo: nunca hay información, no hay consulta a las comunidades, se engaña a la gente con falsas promesas, sin respeto a las decisiones judiciales, criminalización de quienes se oponen e irrisorias indemnizaciones (que en la mayoría de los casos ni siquiera se pagan) con las cuales “quieren comprar nuestra dignidad y derechos humanos.”

Frente a lo anterior el Relator Miloon Kothari subrayó que, aunque todavía tienen que elaborar un documento final sobre la visita, puede afirmar categóricamente que hay evidencias de múltiples irregularidades en el proyecto. Señaló que la pregunta central a plantearnos es qué tipo de desarrollo queremos, ya que este proyecto es símbolo de un desarrollo inequitativo. Además se preguntó si se puede decir que estamos viviendo  una democracia real cuando no se garantiza la transparencia, la participación y la información a las personas. Subrayó que en su experiencia existen muy pocos megaproyectos de los que han resultado mejoras para las poblaciones afectadas. Además señaló que estos megaproyectos pueden ser sustituidos por otros de pequeña escala, manejados directamente por las comunidades quienes se benefician por la mejora de las condiciones económicas locales. También destacó que la sociedad civil mexicana es muy fuerte, está organizada, tiene propuestas y que el gobierno debería estar abierto a ella y no cerrarle los espacios de diálogo ni mucho menos reprimirla. Finalmente “…lo que vemos en todos los casos que se presentaron hoy es que vivimos un apartheid social, con modelos de desarrollo que profundizan los conflictos”.

Por último, el Relator Stavenhagen subrayó que en términos de producción de energía eléctrica La Parota no resulta imprescindible ya que las autoridades tienen otras opciones (como la Presa La Yesca). Además señaló que resulta sorprendente que tratándose de un proyecto donde lo más relevante es el manejo del agua del río Papagayo, la Comisión Nacional del Agua no aparezca involucrada. “Es como si la CFE se hubiera convertido en una supersecretaría de Estado encargada de todo, incluso del desarrollo económico regional sin la intervención de las instituciones diseñadas para ello”. Entre las ausencias institucionales importantes se refirió también a la de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y a la Estatal de Guerrero. A la vez señaló que las autoridades no han ofrecido prueba de haber analizado alternativas, situación que viola normas internacionales e incluso la legislación interna. Recordó que de acuerdo con los Tratados Internacionales firmados por México, todo desarrollo tiene que tener como punto central a los derechos humanos de las comunidades.
Ambos Relatores se comprometieron a dar seguimiento a todos estos casos y dijeron haber sido inspirados por los testimonios escuchados para seguir trabajando arduamente en el marco de su mandato.
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COMISION MEXICANA DE DEFENSA Y PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, A.C.(C.M.D.P.D.H.)

DECA EQUIPO PUEBLO, A.C.
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